ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA – Accede

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO DERIVADO DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / DAÑO POR TOMAS GUERRILLERAS – ATAQUES TERRORISTAS – ATAQUE CAUSADO POR GRUPOS AL MARGEN DE LA LEY / MUERTE Y LESIONES FÍSICAS DE LA POBLACIÓN CIVIL / FALLA DEL SERVICIO – Inexistencia / DAÑO ESPECIAL – Configuración / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO

COMPETENCIA PARA LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, el 11 de abril de 2003, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, pues la pretensión mayor se estimó en la demanda en la suma de $35.000.000 por concepto de lucro cesante mientras que el monto exigido en 1999, año de presentación de la demanda, para que un proceso, adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa, tuviera vocación de doble instancia era de $18.850.000 (Decreto 597 de 1988)

FUENTE FORMAL: DECRETO 597 DE 1988
CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

De conformidad con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A., la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir “del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa.”

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 136

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO DERIVADO DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / MUERTE DE CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / DEBER DE EXCLUSIÓN DE LA POBLACIÓN NO COMBATIENTE DEL CONFLICTO ARMADO / PRINCIPIO DE DISTINCIÓN 

De las probanzas recaudadas concluye la Sala que la muerte de […] ocurrió en un difícil marco fáctico en el cual tropas del Ejército Nacional se enfrentaron con grupos subversivos en una zona rural poco habitada, sin embargo, del examen de los elementos probatorios a los que se ha hecho referencia , surge  para  la Sala que no es posible predicar como causa del hecho dañoso la existencia de una conducta irregular imputable a la demandada, toda vez que ésta, actuando dentro del marco de sus obligaciones constitucionales y legales, no hizo otra cosa que cumplir con su deber de salvaguardar el territorio nacional frente al  actuar de los grupos ilegales y lo hizo  con la prudencia que le era exigible con el fin de no lastimar a los civiles que pudiesen habitar en el lugar y el uso de granadas, según los dichos de los declarantes, se hizo hacia lugares retirados de las viviendas campesinas, hacia las zonas por las cuales se creía estaban huyendo los guerrilleros. En ese orden de ideas, observa la Sala, fue la actitud de los subversivos la que resultó contraria a las normas del derecho internacional humanitario, toda vez que, según viene de verse, utilizaron las viviendas de la población civil para esconderse y obligaron a que sus moradores salieran huyendo de ellas, circunstancia que llevó a que las tropas del Ejército confundieran a civiles con los rebeldes que perseguían y utilizaran granadas con el fin de impedir su huida. Al respecto debe destacarse que la zona en la cual ocurrió el combate era eminentemente rural y, por tanto, comprensible resulta que las tropas del Ejército no hubieran tenido un grado de visibilidad idóneo que les hubiera permitido distinguir a los ciudadanos desarmados de los combatientes, además de que las granadas, según los mismos testigos, no se dirigieron en contra de las viviendas sino de los caminos por los cuales se suponía debían huir los guerrilleros. Las conductas de los alzados en armas, como la que se deja descrita,  sin duda resultan constitutivas de  un desconocimiento flagrante de la obligación que pesa sobre las fuerzas en conflicto de excluir de los riesgos propios de la guerra a la población no combatiente, como ya en otras oportunidades lo ha destacado la Sala, situación que se encuentra amparada por el Principio de Distinción consagrado en el "Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a lo protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)", incorporado a la normatividad interna mediante la Ley 171 de 1994.

FUENTE FORMAL: PROTOCOLO ADICIONAL A LOS CONVENIOS DE GINEBRA DEL 12 DE AGOSTO DE 1949, RELATIVO A LO PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE LOS CONFLICTOS ARMADOS SIN CARÁCTER INTERNACIONAL (PROTOCOLO II) / LEY 171 DE 1994
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el tema, cita Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de enero de 2012, rad. 19983, C. P. Hernán Andrade Rincón y Corte Constitucional, sentencia C-225 de 1995.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / DAÑO DERIVADO DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / INCUMPLIMIENTO DE LOS FINES ESENCIALES DEL ESTADO COLOMBIANO 

No obstante lo que se deja dicho en punto a resaltar la ausencia de una conducta reprochable de la demandada en este caso, la ausencia de falla del servicio del Ejército Nacional no impide que la Sala analice el presente caso bajo el régimen objetivo del daño especial  invocado también en la demanda, como quiera que, demostrado como está  que la muerte de […] se produjo como consecuencia de una herida producida por instrumento explosivo en medio de los enfrentamientos que se dieron de miembros del  Ejército Nacional con grupos subversivos, esta situación –dicha muerte violenta- desborda ampliamente las cargas públicas que la víctima debía soportar en pie de igualdad, junto con su comunidad frente al conflicto bélico  que enfrenta a los miembros de la fuerza pública y los grupos armados al margen de la ley, en calidad de combatientes. En este orden de ideas, resulta imperativo entender que es al Estado a quien corresponde la resolución de la guerra fratricida extendida a lo largo de décadas y que ha tenido a Colombia al borde de ser considerado un Estado fallido. Dentro de este trágico escenario, los habitantes de la Nación han sido testigos de dolorosos acontecimientos al ver destruidos no sólo sus bienes y posesiones, sino también sus vidas y las de sus seres queridos dentro de una guerra a la que, en la mayoría de ocasiones,   asisten como actores pasivos e inermes, sin recibir ningún beneficio de ella, por lo que , al momento de materializarse  daños como consecuencia de tales hechos, se evidencia el incumplimiento de los fines esenciales del Estado Colombiano de salvaguardar la vida, honra, bienes y creencias de los asociados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 Constitucional. Rompe con los más elementales mandatos de justicia y equidad que al producirse daños a víctimas inocentes de tan lamentables circunstancias sociales quienes, frente al conflicto, la única relación que pueden exhibir  sea la de tener que sufrirlo tanto en sus bienes, como en su vida e integridad, el Estado no acudiese a socorrerlas y, por el contrario, optara por trasladarles exclusivamente los efectos negativos que les causa la ya larga tradición de conflicto que atrás se reseñó. Esta postura de rechazo al injusto tratamiento que los efectos del conflicto bélico interno tendría sobre las víctimas de la guerra si los jueces de la administración no encontrasen salida dentro del ordenamiento constitucional a su reclamo de justicia no es nuevo.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el tema, cita Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 3 de mayo de 2007, rad. 16696, C. P. Enrique Gil Botero, reiterado en sentencia de 18 de marzo de 2010, rad. 15591, C. P. Enrique Gil Botero. En igual sentido, puede consultarse la sentencia de 21 de febrero de 2011, rad. 18344, C. P. Hernán Andrade Rincón, sentencia de 9 de febrero de 1995. Rad 9550, C. P. Julio César Uribe Acosta, sentencia de 18 de marzo de 2010, rad. 15591, C. P. Enrique Gil Botero.

SITUACIÓN DE INDEFENSIÓN DE LA POBLACIÓN CIVIL EN EL CONFLICTO ARMADO / PRINCIPIO DE DISTINCIÓN – Rompimiento / PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LAS CARGAS PÚBLICAS – Rompimiento / CONFIGURACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL

[E]l hecho de que una persona ajena al conflicto quede ubicada en medio de un enfrentamiento armado, además de situar en indefensión a los civiles no combatientes, materializa la ruptura de los principios de distinción y de igualdad ante las cargas públicas, como quiera que esa exposición al peligro involucra un alto potencial de daño asociado, daño que en efecto tuvo ocurrencia en el sub lite sin que el hoy occiso ni sus familiares tuvieran el deber jurídico de soportarlo , de modo que su imputación a la demandada, bajo la óptica del  daño especial, se ajusta al contenido del artículo 90 constitucional, al tomar como punto de partida el daño antijurídico que sufrieron los accionantes y que implica la obligación jurídica del Estado de equilibrar nuevamente las cargas que  soportaron en forma excesiva algunos de sus asociados.
DAÑO CAUSADO POR ARTEFACTO EXPLOSIVO – Prueba / DAÑO ESPECIAL

[F]rente al argumento expuesto por el a quo concerniente a  no haberse aportado  prueba técnica que permitiera establecer que el proyectil que impactó a la señora […] perteneciera a la demandada, debe la Sala precisar, en primer lugar, que no se trató de un impacto de bala, como equivocadamente entendió el Tribunal, sino de un artefacto explosivo, que, por su característica, no puede exigirse que por vía de prueba de balística se determine su propietario, amén que dicha circunstancia en nada podría variar la decisión precisamente por fuerza del título de imputación que sirve de fundamento, toda vez que al estar probado que el daño ocurrió en medio de un enfrentamiento entre las fuerzas del orden y grupos subversivos, los perjuicios sufridos por las víctimas deben ser indemnizados, independientemente del bando que haya utilizado el artefacto dañino, concepción que la Sección ya ha establecido en ocasiones anteriores .

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA – Hijos de la víctima / REGISTRO CIVIL – Prueba de parentesco / REGISTRO CIVIL SIN FIRMA DE LOS PADRES – Valor probatorio / PRUEBA DEL ESTADO CIVIL

[F]rente al alegato de la demandada concerniente a que los hijos de la víctima no se encontraban legitimados para actuar, toda vez que en los registros civiles aportados, si bien aparecía el nombre de la madre, no aparecía su firma que demostrara “un reconocimiento expreso”, la Sala se permite reiterar el criterio jurisprudencial de la Sección según el cual el registro civil de nacimiento es prueba suficiente para acreditar el parentesco en los términos establecidos en el decreto 1260 de 1970 que regula la prueba del estado civil y, como quiera que los certificados que se allegaron en copia auténtica con la demanda corresponden a los registros civiles de nacimiento suscritos por las autoridades notariales correspondientes, la Sala considera que no puede cuestionar su autenticidad ya que la ley expresamente consagra tal presunción  y, a menos que sea desvirtuada, es obligatorio asumir su veracidad y valor probatorio.

FUENTE FORMAL: DECRETO 1260 DE 1970

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS POR DAÑO DERIVADO DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS Y DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS EN SALARIOS MÍNIMOS / PERJUICIO MORAL
Por concepto de daño moral se solicitó en la demanda una indemnización tasada en 1000 gramos de oro para cada uno de los demandantes, pretensión frente a la cual la Sala se remitirá a los criterios establecidos en sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se determinó la necesidad de adecuar los montos indemnizatorios a salarios mínimos legales mensuales. Precisado lo anterior y teniendo en cuenta los parámetros jurisprudenciales sostenidos por la Sección, la Sala accederá al reconocimiento de los perjuicios morales solicitados en favor de […] por el equivalente a cien (100) salarios mínimos mensuales legales para cada uno de ellos en tanto que, hallándose probado como ya se dijo el grado de parentesco de padre e hijos de la víctima, resulta procedente entender que frente a ellos se presume que se trata de un evento en el que la muerte de su ser querido, como es un hijo, acarrea un sufrimiento en máxima intensidad. Frente a […], la Sala encuentra que -dada su calidad de hermanos de la víctima que se encuentra acreditada- es procedente el reconocimiento solicitado, pero limitándolo a cincuenta (50) Salarios mínimos mensuales legales para cada uno de ellos.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE – Labores domésticas / PERJUICIO MATERIAL A FAVOR DE AMA DE CASA

En cuanto a los perjuicios materiales, en la demanda se solicitó por concepto de lucro cesante, las sumas que se demostraran en el proceso para el esposo de la occisa y para cada uno de sus hijos e indicaron que la señora […] desempeñaba labores domésticas como ama de casa, […]. Al respecto, reitera la Sala lo expuesto en anteriores pronunciamientos , en el sentido que si bien las labores domésticas son actividades que no suelen ser remuneradas, es indudable que cuando la madre y esposa falta en el hogar, aquellas se realizarían por otra persona quien prestaría el servicio con una contraprestación, por lo anterior, se tendrá como base para la liquidación del lucro cesante, el salario mínimo legal mensual vigente , pues está demostrado que la víctima ejercía una actividad productiva. Al valor anterior, deberá aumentarse el 25% correspondiente a prestaciones sociales y restarse el 25% que se presume la occisa dirigía a sus propios gastos. A los hijos de la víctima se les reconocerá indemnización teniendo en cuenta la fecha en la cual cumplirían los veinticinco años de edad y al señor […] de conformidad con su expectativa de vida toda vez que resulta más corta que la de su difunta esposa.

CONDENA EN COSTAS

Toda vez que no se evidencia temeridad, ni mala fe de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas de conformidad con lo reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 171 / LEY 446 DE 1998 – ARTÍCULO 55

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN A

Consejero ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN
Bogotá, D.C., once (11) de julio de dos mil doce (2012)

Radicación número: 52001-23-31-000-1999-00922-01(25213)

Actor: WILLIAM CAICEDO VARGAS Y OTROS

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el 11 de abril de 2003 por el Tribunal Administrativo de Nariño mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda.
I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones.

WILLIAM CAICEDO VARGAS en nombre propio y en representación de los menores CARLOS ENRIQUE CAICEDO BONILLA, YESID CAICEDO BONILLA, DIANA VANESSA CAICEDO BONILLA y los señores LUZ MARINA MINA BONILLA, MARIA LIGIA MINA BONILLA, VIRGINIGIA BONILLA, JOSE ARNOBIS OCORO BONILLA, RUFINO MINA BONILLA, ARMISO VIVEROS BONILLA, NELSON BONILLA y RODOLFO BONILLA, por intermedio de mandatario judicial debidamente constituido y en ejercicio de la acción de reparación directa enderezada en contra de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL a quienes señalaron como parte demandada, mediante libelo presentado el día 10 de septiembre de 1999, solicitaron que, previos los trámites de ley, con citación y audiencia de las demandadas y del Señor Agente del Ministerio Público, se declare la responsabilidad administrativa de aquella por la totalidad de los daños y perjuicios causados a los demandantes con la muerte de la señora ALEYDA BONILLA
A título de indemnización se solicitó en la demanda el pago de las siguientes cantidades: (i) A título de daño emergente, la suma de 5.000.000. ii) Por los salarios y prestaciones dejados de percibir a causa del fallecimiento de la señora ALEYDA BONILLA, la suma de $35.000.000, iii) Por concepto de perjuicios morales el equivalente en dinero a 1000 gramos para cada uno de los demandantes.
Como fundamento de hecho de sus pretensiones narró la demanda que el día 10 de julio de 1999, dos hombres fuertemente armados llegaron a la residencia de la señora ALEYDA BONILLA ubicada en la vereda BUDINES del Municipio de Orito Putumayo y le informaron que debía salir del sitio por cuanto se iba a producir un enfrentamiento entre la guerrilla y el Ejército Nacional.

Explicó el libelo que la señora BONILLA se dirigió hacia la casa de una de sus vecinas de nombre MARIA y cuando le estaba informando de la situación acaecida en su residencia se dio inicio a un fuerte tiroteo, razón por la cual se vieron obligadas a salir corriendo del lugar y, según la parte actora, este comportamiento dio lugar a que el Ejército las confundiera con guerrilleros y les disparara varias ráfagas de ametralladora y, además,  les lanzara dos granadas, siendo una de estas la que impactó a  la señora ALEYDA y le cegó la vida.

Por lo antes narrado consideran los actores que en el presente asunto se configura una falla en el servicio dado el excesivo y brutal uso de la fuerza empleada por los uniformados, sin perjuicio de la aplicación del régimen de responsabilidad por daño especial dado que si bien la acción de las fuerzas del orden puede considerarse legítima lo cierto es que, frente a la víctima, rompió el principio de igualdad ante las cargas públicas. 
2. Trámite en primera instancia.

La demanda así formulada
, fue debidamente admitida
 y notificada a la entidad demandada y al señor agente del Ministerio Público
. 

El Ejército Nacional
 presentó escrito de contestación en el sentido de oponerse a las pretensiones al entender que se encontraba demostrada en el plenario una causal eximente de responsabilidad como es el hecho de un tercero, toda vez que se encontraba demostrado que el daño se había ocasionado dentro de un ataque de la guerrilla que, “en procura de sus objetivos, no les importa atentar contra la población civil, en clara infracción del Derecho Internacional Humanitario”. 

De otra parte, la demandada cuestionó la legitimación en la causa de los hijos de la señora ALEYDA BONILLA, toda vez que en los registros civiles de nacimiento, si bien aparece ella como madre, lo cierto es que no obra el reconocimiento expreso que exige la norma y la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la materia.

Posteriormente se decretaron y practicaron pruebas, luego de lo cual se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión
 oportunidad procesal aprovechada  por las partes para reiterar  los argumentos de la demanda y su contestación.
  El Ministerio Público guardó silencio durante esta etapa procesal.

3. La sentencia apelada
.

Después de realizar la correspondiente valoración probatoria, el Tribunal Contencioso Administrativo de Nariño negó las pretensiones de la demanda al encontrar que si bien estaba acreditado el daño sufrido por los demandantes, no existía prueba de su imputación al Ejército Nacional, toda vez que no se había aportado reporte oficial sobre la muerte de la señora ALEYDA BONILLA, así como tampoco  prueba de balística que informara sobre la procedencia del proyectil encontrado en el lugar  de los hechos. 

En cuanto a los dichos de los declarantes dentro del proceso contencioso estimó que de ellos no era posible deducir que hubieran  sido miembros del Ejército Nacional quienes  se hicieron presentes el día de los hechos, toda vez que los testigos  “no señalaron en concreto a persona alguna que por la época hubiera ostentado su condición de unidad efectiva de la misma institución”, lo cual, aunado al hecho de que los grupos subversivos ostentan los símbolos nacionales y usan prendas y armamento similares a los del Ejercito Nacional, impedía tener por probada la condición de miembros de la demandada que se alega en el libelo.
4. El recurso de apelación.

Inconforme con la anterior providencia, la parte actora interpuso recurso de alzada en tiempo oportuno al estar en desacuerdo con la valoración probatoria realizada por el Tribunal en cuanto hizo caso omiso a que los testigos de forma unánime señalaron que el enfrentamiento en el cual perdió la vida la señora ALEYDA BONILLA fue sostenido entre tropas del Ejército Nacional y la guerrilla, razón por la cual consideró que debió el Tribunal  acceder a sus pretensiones
. 

5. Trámite en segunda instancia.

El recurso de apelación se admitió mediante auto de 12 de agosto de 2003
, trámite luego del cual, mediante auto de 10 de septiembre de esa misma anualidad se dispuso correr traslado a las partes para alegar de conclusión
, oportunidad frente a la cual las partes y el Ministerio Público guardaron silencio. 
.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia.

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, el 11 de abril de 2003, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, pues la pretensión mayor se estimó en la demanda en la suma de $35.000.000 por concepto de lucro cesante mientras que el monto exigido en 1999, año de presentación de la demanda, para que un proceso, adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa, tuviera vocación de doble instancia era de $18.850.000 (Decreto 597 de 1988)

2. El ejercicio oportuno de la acción.

De conformidad con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A., la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir “del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa.” 

En el presente caso la pretensión resarcitoria se origina en los daños sufridos por los actores con ocasión de la muerte de la señora ALEYDA BONILLA en hechos sucedidos el 10 de julio de 1999 en el Municipio de Orito, Putumayo, lo que significa que tenían hasta el día 10 de julio de 2001 para presentarla y, como ello se hizo el día 10 de septiembre de 1999
, resulta evidente que el ejercicio de la acción se hizo dentro del término previsto por la ley (Art. 136 del CCA). 

3. Lo probado en el proceso
Se encuentra debidamente acreditado que la señora ALEYDA BONILLA falleció el día 10 de julio de 1997, conforme indica  la copia auténtica del Registro civil de defunción
. 

En cuanto a la forma en la cual sucedió el deceso se tiene que obra en el proceso  copia auténtica del acta de levantamiento de cadáver de la señora BONILLA
 en la cual se consignó que el cuerpo se encontró “en una trocha a unos 200 metros de una casa de habitación” y, como versión de lo sucedido, se apuntó que: “Según testimonios que dan los testigos que se encontraron en el momento de la balacera, fue que llegó la guerrilla y le dijeron a ella que se saliera de la casa y ella se salió con los niños y al momento se formó la balacera”. 
Así mismo está acreditado que la muerte de la señora BONILLA fue causada por un instrumento explosivo –granada-,  según lo expuesto en la copia auténtica del protocolo de necropsia en donde  se consignó como conclusión lo siguiente: “SHOCK HIPOVOLEMICO SEC. A LESION TRANSFIXIANTE DE AORTA SEC. A ESQUIRLAS DE GRANADA. 2) QUEMADURAS DE GRADO II DEL 50% DE SUPERFICIO CORPORAL TOTAL”. 

 Se allegó al proceso copia auténtica de la investigación previa adelantada por la Fiscalía 51 Seccional de Orito, Putumayo
 por la muerte de la señora ALEYDA BONILLA,  la cual terminó con resolución inhibitoria al no haberse podido  determinar los autores del homicidio
. Cabe anotar que en tal  indagación no existe  ningún elemento probatorio que indique cómo ocurrió el hecho dañoso, toda vez que no se recibieron testimonios ni se pudieron realizar misiones de trabajo por fuera del perímetro urbano del municipio de Orito dada la situación de orden público y “las consecuentes instrucciones provenientes del Comando de Policía del departamento del Putumayo”
.  
Así las cosas, los elementos probatorios que pueden valorarse en el proceso referentes a la forma en que sucedieron los hechos se circunscriben a la prueba testimonial recaudada a petición de la parte actora,  según la cual varios declarantes, principalmente vecinos del lugar, aseguraron haber presenciado un encuentro bélico entre grupos subversivos contra integrantes del Ejército Nacional, así como también informaron que en medio de tal combate se dio la muerte de la señora ALEYDA BONILLA. Estos son los dichos de los declarantes en sus acápites más importantes.

a) Declaración de ENRIQUE CAICEDO VARGAS
 : 

“Ese día hubo un encuentro entre el Ejército y la Guerrilla y en eso cuando ellos estaban echándose tiros, ella salió de la casa, me refiero a la señora Aleyda Bonilla Rodríguez, y cuando iban más o menos a 100 metros de la casa le cayó una especie de bomba y cuando ya pasó el enfrentamiento y fuimos a verla ya estaba muerta. Aclaro que de acuerdo a lo que miré la bomba vino del bando del Ejército, puesto que ellos mismos le dijeron a otra señora que también iba saliendo, que no se saliera de la casa porque ellos habían matado a otra señora con una niñita, pero a la niña no le pasó nada, ella estaba llorando al lado de la mamá. Eran más o menos las once  de la mañana… el motivo se debió a que la señora salió de la casa corriendo llena de pavor y a que a mi parecer una especie de bomba o granada de las muchas que se oyó le cayó cerca y le produjo la muerte…”.
El mismo  declarante, al ser preguntado por el comportamiento de los soldados después del enfrentamiento, afirmó:

“Ellos no hicieron nada, sino seguir, ya que a un kilómetro más adelante, tuvieron el enfrentamiento. Ellos no ayudaron en nada a los familiares de la difunta... Ese día el helicóptero los sacó por la tarde…”.
b) Declaración de  EDILBERTO GONZALEZ MELESIO 
: 
“Eran más o menos las 11.30 y pasaba el Ejército cuando se prendieron a plomo. Entonces en eso como a las dos horas la señora apareció muerta. El Ejército decía allá van, tíreles granadas para que les caigan adelante. Ella andaba con una niñita… eso fue lo que yo presencié  ese día. … la señora iba corriendo y la granada le cayó más o menos a unos 10 metros delante de donde ella iba al parecer fue una granada de fusil. La señora tenía una esquirla en el lado izquierdo. Ella estaba boca abajo. Eso es lo que me consta… los soldados pasaban cuando fue el combate y siguieron su camino, no estuvieron ni un día…”.
c) Testimonio de LUIS ALBERTO GONZALEZ MELECIO
:

“Ese día era domingo y la hora 12.30 pm  más o menos lo que se supo es que hubo un combate del ejército y la guerrilla cerca de la casa se la Sra. Aleyda Bonilla y este último bando estuvo en la casa de la Sra. Y ella salió corriendo de ahí con una niñita que tenía en brazos y más o menos a trescientos metros cayó la Sra. por el impacto de una granada que le cayó a casi cinco metros. Yo miré a la Sra. y el cadáver tenía un impacto del lado izquierdo. Luego apareció el Ejército y los vecinos les gritaban que no dispararan que había caído una señora… el Ejército disparó la granada cuando la señora estaba a 200 metros más o menos, es decir que logró huir sin peligro casi 100 metros. El Ejército pensó que por ese lado iba la guerrilla pero en realidad era que iban civiles huyendo. A mi parecer la señora murió por el impacto de la esquirla de granada que se le observaba en el cuerpo… el Ejército salió en ese mismo momento y a la casa no le pasó nada ya que no fue atacada.” 

d) Declaración de URIAS RIVERA GIRALDO
:

“Ese día era más o menos entre 11 y 12 del mediodía, yo estaba en mi casa y como es a filo de carrera pasó el Ejército y miró que más adelante en un hueco o mejor en un filito estaban los guerrilleros y hubo un enfrentamiento. Resulta que ese día un sargento daba orden a un soldado de que tirara granadas a 150 mts de una casa y así lo hicieron y por ese lado donde dirigieron las granadas allá está muerta ella. Nosotros nos tiramos al piso y estuvimos hasta que pasó  el enfrentamiento… luego de que pasó o el enfrentamiento nos reunimos y fuimos a recoger a la Sra. Y la velamos y la trajeron aquí al Hospital y le hicieron la necropsia (…), como la guerrilla venía haciendo retroque (sic) a los hostigamientos entonces donde ella vivía vieron el punto más propio para ellos ubicarse, entonces le dijeron a ella que desocupara la casa que porque ellos allí iban a esperar al ejército, entonces ella cogió a la niña y salió hasta donde un vecino o mejor el marido de una cuñada de ella y les alcanzó a comentar lo que le dijeron los guerrilleros. Entonces les dio miedo y se fueron todos hacia otra casa más arriba. Entonces cuando hubo el enfrentamiento entonces ellos salieron huyendo y como ella iba con la niñita iba más rezagada y por eso la alcanzó a ella la esquirla hacia el lado izquierdo y de eso murió… ellos [se refiere a los soldados] no estuvieron más de 4 a 5 horas y se fueron”. 

e) Declaración de FLABER CORREA ANGULO
:

“Nosotros estábamos en el camino cuando llegó la guerrilla, yo me fui para la casa pero en seguida de esta fue el enfrentamiento con el Ejército. Ahí comenzó el enfrentamiento entre ambos bandos con toda clase de proyectiles. El Ejército escuchó una bulla por donde la vecina y dieron orden de disparar en esa dirección una bomba o granada a 150 metros de la casa de doña Berta Muñoz). Pero los que iban huyendo no era la guerrilla sino civiles que estaban asustados buscando donde esconderse y entre ellos iba doña Aleyda llevando a su hija. El acosamiento era para luego tener otro enfrentamiento a un kilómetro más adelante. La gente estaba atemorizada y los soldados dijeron que había caído una señora muerta. Nosotros no creíamos y ellos dijeron vámonos a alcanzar a esos perros y luego ya fue el enfrentamiento más grande… los que iban huyendo iba un poco más adelante y la Sra con la niña iba más rezagada, por eso seguramente fue que le impactó la esquirla de la granada. No me explico  cómo fue que a la niña no la mató también.  El impacto de la granada fue a 10 metros de donde cayó doña Aleyda… ellos pasaron no más o sea que estoy hablando de 3 o 4 horas  por ahí…”:
f) Declaración de BERTHA MUÑOZ FERNÁNDEZ
:

“… el primer encuentro entre el Ejército y la guerrilla fue en Simón Bolívar y de ahí los guerrilleros se vinieron adelante y los del Ejército en persecución. Después los guerrilleros se situaron enfrente de la casa de Aleyda y le dijeron que se saliera de ahí y todos salieron corriendo y ahí fue donde ella cayó muerta. Antes pasó por mi casa, me dijo que los guerrilleros los sacó (sic) los soldados oían que la gente corría y fue cuando lanzaron la granada. De la casa donde estaba a unos cincuenta metros fue donde ella cayó. Los guerrilleros se fueron y el Ejército rodeó la población. Los soldados dispararon tres granadas, una que cayó en guayabal frente a mi casa, la que mató a la Sra. Y la otra en la cancha de futbol. Luego se calmaron y ahí fue que escuchamos a la niña de Aleyda que lloraba llamando a su mamá. Luego salieron nuevamente y más adelante tuvieron otro encuentro con los guerrilleros (…), el mismo día salieron, no hubo ninguna casa atacada con armas de fuego”. 
g) Declaración de LUIS FERNANDO CAICEDO
 :

“Era día sábado, más o menos al medio día hubo un enfrentamiento entre el Ejército y la guerrilla y cuando pasó eso fuimos a ver a la señora y se la encontró muerta. Al parecer la guerrilla venía desde otra vereda retrocediendo y cuando pasaron por Budines estaban en pleno enfrentamiento y siguieron y a lo último hubo guerrilleros muertos. Observé  uno cuando el Ejército lo alzaba. Mucha gente salía de las casas y se iba para el monte. (…) La guerrilla estaba respaldada en la casa de ella y según creo como que le dijeron que se saliera y ella empezó a correr. Ella corrió por medio del ejército y de la guerrilla. Creo que era una granada porque se decía que tenía una esquirla.  Después que pasó el fogueo (sic) todo el mundo mirando y faltaba ella, y fuimos a buscarla y estaba muerta, por la niña fue que la encontramos”. 

En contraste con la visión de los hechos reflejada por los testigos, se tiene que la demandada allegó al expediente oficio  numerado 01601 en el cual indicó que no tenía conocimiento del hecho dañoso alegado en la demanda y aseguró que, para el día 10 de julio de 1999, no existían tropas acantonadas en el lugar donde sucedieron los hechos, manifestación  de la cual dedujo  que no existía posibilidad de que hubieran sido soldados del Ejército Nacional los que hicieron presencia en el combate narrado por los testigos. Así lo expuso  en el documento aludido:

“No existe ningún reporte oficial del deceso de la particular ALEYDA BONILLA MARTINEZ en circunstancia alguna en el municipio de Orito (…). No se tiene investigación alguna sobre el fallecimiento de la señora, ni tampoco se encontraban tropas acantonadas en el área del corregimiento de Budines o en cumplimiento de operaciones ofensivas”.

Para complementar  la anterior respuesta, la demandada anexó tres folios en donde señala la existencia de cuatro Brigadas destinadas al municipio de Orito, Putumayo 
.

Frente a la discrepancia entre lo afirmado  en los testimonios que viene de relacionarse y la información reportada por la demandada, el Tribunal a quo consideró que prevalecían las afirmaciones de esta última, toda vez que las declaraciones de los testigos eran confusas en tanto no habían señalado en concreto a un miembro de la entidad demandada, falencia que, aunada  al hecho de  utilizar los subversivos prendas y armamentos similares a los de la fuerza pública, no permitía que se les pudiera dar plena credibilidad sobre la circunstancia por ellos relatada. 

No comparte la Sala la valoración probatoria efectuada por el a quo en este punto, toda vez que la argumentación del Tribunal resulta meramente especulativa y apartada de algún elemento probatorio que pudiera validarla. Así mismo, se observa que la información ofrecida por la demandada acerca de la inexistencia de militares en el lugar, no es plenamente concordante con los reportes de tropas para el día de los hechos aportados por el propio Ejército Nacional
, en los cuales se señaló que para el municipio de Orito se encontraban asignadas cuatro Brigadas, una de ellas de carácter móvil  y, la otra, designada para hacer desplazamientos de tropas en helicóptero, aspecto plenamente concordante con los dichos de los declarantes quienes unánimemente afirmaron que se trataba de militares que se encontraban de paso en labor de persecución a la guerrilla y uno de tales  declarantes  señaló que las tropas del Ejército habían sido extraídas del lugar en helicópteros.
Así las cosas, del acervo probatorio  allegado al expediente, la Sala encuentra demostrado que:

1. El día 10 de julio de 1999 ocurrió un enfrentamiento entre miembros del Ejército Nacional y un grupo  guerrillero  asentado en  la zona;

2.  Este último –el grupo guerrillero- utilizó las casas de los habitantes del lugar para ocultarse y organizar  su retirada
;

3.  En el marco de estas circunstancias el mismo grupo subversivo desalojó a la señora ALEYDA BONILLA de su vivienda obligándola a huir llevando a cuestas a su hija menor. 

4. El Ejército Nacional se abstuvo de disparar directamente contra las viviendas y utilizó artefactos explosivos .

5. La señora ALEYDA BONILLA y su hija de brazos fueron encontradas, la primera muerta y la segunda ilesa en el lugar donde se produjo el combate y, particularmente, la explosión de granadas.  

Con base en el material probatorio expuesto, procede la Sala al análisis de responsabilidad en el presente caso. 

4. Ausencia de prueba sobre falla en el servicio imputable a la demandada. Al ocurrir la muerte de ALEYDA BONILLA en medio de un enfrentamiento armado entre las fuerzas del Ejército Nacional y grupos subversivos, la responsabilidad del Estado se encuentra comprometida a título de daño especial. 
De las probanzas recaudadas concluye la Sala que la muerte de ALEYDA BONILLA ocurrió en un difícil marco fáctico en el cual tropas del Ejército Nacional se enfrentaron con grupos subversivos en una zona rural poco habitada, sin embargo, del examen de los elementos probatorios a los que se ha hecho referencia , surge  para  la Sala que no es posible predicar como causa del hecho dañoso  la existencia de una conducta irregular imputable a la demandada, toda vez que ésta, actuando dentro del marco de sus obligaciones constitucionales y legales, no hizo otra cosa que cumplir con su deber de salvaguardar el territorio nacional frente al  actuar de los grupos ilegales y lo hizo  con la prudencia que le era exigible  con el fin de no lastimar a los civiles que pudiesen habitar en el lugar   y el uso de  granadas, según los dichos de los declarantes, se hizo hacia lugares retirados de las viviendas campesinas, hacia  las zonas por las cuales se creía estaban huyendo los guerrilleros.  

En ese orden de ideas, observa la Sala,  fue la actitud de los subversivos la que resultó contraria a las normas del derecho internacional humanitario, toda vez que, según viene de verse , utilizaron las viviendas de la población civil para esconderse y obligaron a que sus moradores  salieran huyendo de ellas, circunstancia que llevó a que las tropas del Ejército confundieran a civiles con los rebeldes que perseguían y utilizaran granadas con el fin de impedir su huida. Al respecto debe destacarse que la zona en la cual ocurrió el combate era eminentemente rural y, por tanto, comprensible resulta que las tropas del Ejército no hubieran tenido un grado de visibilidad idóneo que les hubiera permitido distinguir a los ciudadanos desarmados de los combatientes, además de que las granadas, según los mismos testigos, no se dirigieron en contra de las viviendas sino de los caminos por los cuales se suponía debían huir los guerrilleros. 

Las conductas de los alzados en armas, como la que se deja descrita,  sin duda resultan constitutivas de  un desconocimiento flagrante de la obligación que pesa sobre las fuerzas en conflicto de excluir de los riesgos propios de la guerra a la población no combatiente, como ya en otras oportunidades lo ha destacado la Sala
, situación que se encuentra amparada por el Principio de Distinción consagrado en el "Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a lo protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)", incorporado a la normatividad interna mediante la Ley 171 de 1994. 
Sobre la vigencia e importancia de tal principio, en  sentencia C-225/95, en la que se declaró lo exequibilidad del citado tratado, la  Corte Constitucional discurrió como sigue :
 
"28- Una  de las reglas esenciales del derecho internacional humanitario es el principio de distinción, según el cual las partes en conflicto deben diferenciar entre combatientes y no combatientes, puesto que estos últimos no pueden ser nunca un objetivo de la acción bélica. Y esto tiene una razón elemental de ser: si la guerra busca debilitar militarmente al enemigo, no tiene por qué afectar o quienes no combaten, ya sea porque nunca han empuñado las armas (población civil), ya sea porque han dejado de combatir (enemigos desarmados), puesto que ellos no constituyen potencial militar. Por ello, el derecho de los conflictos armados considera que los ataques militares contra esas poblaciones son ilegítimos, tal y como lo señala el artículo 48 del protocolo I, aplicable en este aspecto a los conflictos internos, cuando establece que las partes "en conflicto harán distinción en todo momento entre población civil y combatientes, y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos militares".      
 
"El artículo 4° del tratado bajo revisión recoge esa regla, esencial para la efectiva humanización de cualquier conflicto armado, puesto que establece que los no combatientes, estén o no privados de libertad, tienen derecho o ser tratados con humanidad y a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas.

 "29- Este artículo 4° también adelantó criterios objetivos para la aplicación del principio de distinción, ya que las partes en conflicto no pueden definir a su arbitrio quien es o no es combatiente, y por ende quien puede ser o no objetivo militar legítimo. En efecto, conforme a este artículo 4°, el cual debe ser interpretado en armonía con los artículos 50 y 43 del protocolo I, los combatientes son quienes participan directamente en la hostilidades, por ser miembros operativos de las fuerzas armadas o de un organismo armado incorporado a estos fuerzas armadas. Por ello este artículo 4° protege, como no combatientes, a "todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas". Además, como lo señala el artículo 50 del Protocolo I, en caso de duda acerca de la condición de una persona, se lo considerará como civil. Ella no podrá ser entonces objetivo militar. Es más, el propio artículo 50 agrega que "la presencia entre la población civil de personas cuya condición no responda a la definición de persona civil no priva a esa población de su calidad de civil". En efecto, tal y como lo señala el numeral 3° del artículo 13 del tratado bajo revisión, las personas civiles sólo pierden esta calidad, y pueden ser entonces objetivo militar, únicamente "si participan directamente en los hostilidades y mientras dure tal participación.”
 
"Las obligaciones derivadas del principio de distinción.
 
"30- Esta distinción entre población combatiente y no combatiente tiene consecuencias fundamentales. Así, en primer término, tal y como lo señala la regla de inmunidad del artículo 13, las partes tienen la obligación general de proteger a la población civil contra los peligros procedentes de las operaciones militares. De ello se desprende, como señala el numeral 2° de este artículo, que esta población, como tal no puede ser objeto de ataques militares, y quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarlo. Además, esta protección general de lo población civil contra los peligros de la guerra implica también que no es conforme al derecho internacional humanitario que una de los partes involucre en el conflicto armado a esta población, puesto que de esa manera la convierte en actor del mismo, con lo cual la estaría exponiendo a los ataques militares por la otra parte...

 "34- En ese orden de ideas, la Corte no comparte el argumento, bastante confuso, de uno de los intervinientes, para quien lo protección a la población civil es inconstitucional, por cuanto los combatientes podrían utilizar o esta población como escudo, con lo cual la expondrían "o sufrir los consecuencias del enfrentamiento". Por el contrario, la Corte considera que, como consecuencia obligada del principio de distinción, los partes en conflicto no pueden utilizar y poner en riesgo a la población civil para obtener ventajas militares, puesto que ello contradice su obligación de brindar una protección general a la población civil y dirigir sus operaciones de guerra exclusivamente contra objetivos militares".
 
El artículo 13 del protocolo II establece:
 
"Protección de lo población civil. 1° La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.
 
"2" No serán objeto de ataque lo población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.
 
"3° Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación" (Subrayas fuera de texto).
No obstante lo que se deja dicho en punto a resaltar la ausencia de una conducta reprochable de la demandada en este caso, la ausencia de falla del servicio del Ejército Nacional no impide que la Sala analice el presente caso bajo el régimen objetivo del daño especial
 invocado también en la demanda, como quiera que, demostrado como está  que la muerte de ALEYDA BONILLA se produjo como consecuencia de una herida producida por instrumento explosivo en medio de los enfrentamientos que se dieron de miembros del  Ejército Nacional con grupos subversivos, esta situación –dicha muerte violenta- desborda ampliamente las cargas públicas que la víctima debía soportar en pie de igualdad, junto con su comunidad frente al conflicto bélico  que enfrenta a los miembros de la fuerza pública y los grupos armados al margen de la ley, en calidad de combatientes. 
En este orden de ideas, resulta imperativo entender  que es al Estado a quien corresponde la resolución de la guerra fratricida extendida a lo largo de décadas y que ha tenido a Colombia al borde de ser considerado un Estado fallido
. Dentro de este trágico escenario, los habitantes de la Nación han sido testigos de dolorosos acontecimientos al ver destruidos no sólo sus bienes y posesiones, sino también sus vidas y las de sus seres queridos dentro de una guerra a la que, en la mayoría de ocasiones,   asisten como actores pasivos e inermes, sin recibir ningún beneficio de ella, por lo que , al momento de materializarse  daños como consecuencia de tales hechos, se evidencia el incumplimiento de los fines esenciales del Estado Colombiano de salvaguardar la vida, honra, bienes y creencias de los asociados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 Constitucional
. 

Rompe con los más elementales mandatos de justicia y equidad que al producirse daños a víctimas inocentes de tan lamentables circunstancias sociales quienes, frente al conflicto, la  única relación que pueden exhibir  sea la de tener que sufrirlo tanto en sus bienes, como en su vida e integridad, el Estado no acudiese a socorrerlas y, por el contrario, optara por trasladarles exclusivamente los efectos negativos que les causa la ya larga tradición de conflicto que atrás se reseñó.

Esta postura de rechazo al injusto tratamiento que los efectos del conflicto bélico interno tendría sobre las víctimas de la guerra si los jueces de la administración no encontrasen salida dentro del ordenamiento constitucional a su reclamo de justicia no es nuevo. En efecto,  con ponencia del H. Magistrado Julio César Uribe Acosta, esta Sección discurrió de la manera que se permite esta Sala retener a continuación, así:

“Ahora bien: Si la realidad expuesta se deja encuadrar dentro de un marco de guerra, de una guerra que el País vive desde hace ya muchos años y que hoy aparece como “CAMINO BLOQUEADO”, esto es, SIN SALIDA, para utilizar la conceptualización del jurista y filósofo Dr. NORBERTO BOBBIO, se impone preguntar:  la población inocente que la padece y sufre, tendrá que soportar ella sola el daño que la misma le causa?.  Para ese hombre del común, que no tiene el control de la guerra, ya que prácticamente no tiene miedo a morir, sino vergüenza de sobrevivir, podrá un estado que se dice Social de Derecho y Solidario y fundado en la dignidad de la persona humana, dejarlo solo, abandonado, sin indemnizarle el daño que el conflicto que él no ha creado le produce?  No lo cree así la Sala.  Y para llegar a esta conclusión no necesita buscar apoyo en la ley sino en el derecho, en la equidad, en los principios universales que informan la bella ciencia.

(…)

“Como se puede apreciar, el PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD POR DAÑO ESPECIAL se informa, a su vez, en razones de EQUIDAD, criterio auxiliar en la actividad judicial.  Como es bien sabido, ella es la idea fundamental en el concepto de justicia, como lo recuerda John Rawls, en su obra ’Justicia como Equidad’.  Por ello enseña:
“ ‘La cuestión de la equidad surge cuando personas libres que carecen de autoridad las unas sobre las otras se embarcan en una actividad conjunta y establecen o reconocen entre ellas las reglas que definen esa actividad y que determinan las respectivas cuotas en LOS BENEFICIOS y LAS CARGAS.  Una práctica parecerá equitativa a las partes si ninguno siente que, por participar en ella, él o alguno de los demás está sacando ventaja, o está siendo forzado a ceder ante pretensiones que no considera legítimas.  Esto implica que cada uno tiene una concepción de lo que son pretensiones legítimas, y piensa que es razonable que los otros la reconozcan tanto como él.  Si se piensa en los principios de justicia como surgiendo de la forma descrita, entonces esos principios definen ese tipo de concepción.  Una práctica es justa o equitativa, pues, cuando satisface los principios que los que en ella participan podrían proponerse unos a otros para su mutua aceptación en las circunstancias antes mencionadas.  Las personas embarcadas en una práctica justa, o EQUITATIVA, pueden mirarse unas a otras abiertamente y defender sus respectivas posiciones -si es que parecieran cuestionables- por referencia a principios que es razonable esperar que cada uno acepte.
“ ‘Es esta idea de la posibilidad de un mutuo reconocimiento de principios por personas libres que carecen de autoridad las unas sobre las otras la que hace que el CONCEPTO DE EQUIDAD sea fundamental para la justicia’.
“Al dejar bien precisado que esta sentencia se informa también en la EQUIDAD, quede en claro que para llegar a ella la Sala ha hecho suya la perspectiva de cuestionamiento que el ilustre filósofo aconseja al Juez, cuando le exige:  ’...determinar qué pensaría que es justo e injusto si cada uno de esos intereses fuera tan enteramente el suyo como de hecho son los de otras personas, y de prestar su juicio sobre el caso tal como le parece que su sentido de la justicia exige tras haber articulado en su mente con todo cuidado los problemas que hay que decidir’ (Obra citada, pág.3).  En otras palabras:  Cualquiera de los magistrados que integran la Sala, de encontrarse en las mismas circunstancias externas de los demandantes, también habrían demandado del Estado la indemnización correspondiente, pues el derecho es justicia o no es”.

C) Frente a los sectores de opinión pública que suelen inquietarse por la lluvia de condenas millonarias contra el Estado, por deducción de responsabilidad, a la luz de lo dispuesto en el artículo 90 de la Constitución Nacional, debe quedar en claro que si bien ellas pueden ser una vena rota en el presupuesto, su monto no da margen para criticar a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pues el texto citado de la Carta no fue elaborado por sus integrantes, sino que obedece a la más pura filosofía jurídica universal, y fue fruto del sentimiento discrepante de la Asamblea Nacional Constituyente.  Tradicionalmente se ha enseñado que quien causa un daño a otro debe indemnizarlo, y que la reparación del mismo, debe ser total.  Para llegar a estas verdades jurídicas no es menester indagar si el país es atrasado o no.  Basta, simplemente, responder el interrogante que se formula el Profesor Jean Rivero cuando indaga: QUE PODIA DEMANDARSE DEL SERVICIO?.  Y al contestar la pregunta, la respuesta es clara:  Un Estado Social de Derecho y solidario y respetuoso de la dignidad de la persona humana, no puede causar daños antijurídicos y no indemnizarlos.  Para eludir el cumplimiento de sus deberes jurídicos no puede exigirle al Juez que, como no le alcanzan sus recursos fiscales, no lo condene por ejemplo, por los atentados de la fuerza pública, contra la dignidad de la persona humana.  En la época en que organismos internacionales tienen competencia para examinar la conducta de la administración, a la luz de la ley y el derecho, será bueno que jueces extranjeros detecten falencias de valoración jurídica, en el contenido de los fallos nacionales por consideraciones que bien se pueden centrar en el miedo, la ignorancia o motivaciones de orden económico-presupuestal?:  Llama la atención que para pagar cincuenta mil o cien millones de pesos anuales, por condenas contra la administración, no alcancen los recursos fiscales.  Sin embargo, para atender otros frentes de la vida comunitaria, no ha faltado el dinero necesario.  El presupuesto nacional acudió presuroso, en el pasado, a redimir el sector financiero, que mal administrado, bordeó la quiebra.  Para buscar la paz, se han invertido grandes sumas de dinero en busca de la readaptación de los guerrilleros, y para mantener el régimen democrático se invierten en elecciones populares, bien frecuentes, de veinte mil a treinta mil millones de pesos.  Sin embargo, a qué persona se le ocurre predicar que no haya más elecciones, o que no se inviertan sumas cuantiosas en la búsqueda de la paz.
“Hace mucho tiempo que los jueces en la justicia contencioso-administrativa han dejado, con imaginación, buena parte de las tesis jurídicas francesas, con el fin de idear soluciones para una realidad social bien distinta, como la colombiana.  Sólo así se ha podido hacer justicia, para que no se predique que tenemos una Colombia en el papel y otra en la realidad, esto es, una Constitución muy moderna, pero unos jueces muy anclados en el pasado, con la filosofía de que el Estado no puede cometer error.  La línea de conducta fue trazada hace mucho tiempo por HAURIOU cuando predicaba: ‘Hay dos correctivos de la prerrogativa de la Administración que reclama el instinto popular, cuyo sentimiento respecto al poder público puede formularse en estos dos vocablos:  QUE ACTUE, pero que obedezca la ley; que ACTUE, pero que PAGUE EL PERJUICIO’.
“Es verdad que en la materia es necesario ATERRIZAR, pero ese mensaje no puede ser para la justicia contencioso-administrativa, que ha mucho tiempo tocó pista sin perder el manejo de los valores y de los principios que informan la bella ciencia del derecho, y que permiten también DECOLAR cuando sea necesario.  La invitación a hacer un derecho a la medida del país no podrá entenderse nunca como “MEDIDA DE LO ARBITRARIO”, de lo “INJUSTO”, de lo “VIOLENTO”, porque cuando se trata de tomar tales medidas no aparecen mensajes muy alentadores.  “El Juez colombiano, si quiere ser justo, tiene que volar más alto, porque el medio social en que se mueve no es paradigma de las mejores virtudes sociales.  Tampoco debe permitir que sus decisiones sean ambientadas en ningún medio, o por persona alguna, no obstante la prestancia política, jurídica, o académica que ella ostente”
. 
Esta posición jurisprudencial que esta Corporación adoptó en 1995 no encuentra la Sala hoy por qué debiera ser preterida para dar paso a otras visiones de lo justo y equitativo, legal y jurídico que puedan tener por efecto abandonar a su suerte a las víctimas inocentes de la guerra. Consciente la Sección del significado y alcance en el mundo de la justicia de lo que significa tal postura filosófica frente al daño acaecido en el marco de ese tipo de circunstancias, ha reiterado su vigencia y actualidad. Así, entre otras ocasiones, lo ha hecho con ponencia del H. Consejero Enrique Gil Botero en providencia que discurrió de la manera que sigue
:
“Por lo que queda dicho, utilizar el daño especial como criterio de imputación en el presente caso implica la realización de un análisis que, acorde con el art. 90 Const., tome como punto de partida el daño antijurídico que sufrieron los demandantes; que se asuma que el daño causado, desde un punto de vista jurídico y no simplemente de las leyes causales de la naturaleza, se debe entender como fruto de la actividad lícita del Estado; y, que, por consiguiente, concluya que es tarea del Estado, con fundamento en el principio de solidaridad interpretado dentro del contexto del Estado Social de Derecho, equilibrar nuevamente las cargas que, como fruto de su actividad, soporta en forma excesiva uno de sus asociados, alcanzando así una concreción real el principio de igualdad. La teoría del daño especial es conveniente, no solo porque brinda una explicación mucho más clara y objetiva sobre el fundamento de la responsabilidad estatal, sino por su gran basamento iusprincipialista que nutre de contenido constitucional la solución que en estos casos profiere la justicia contencioso administrativa. Sin descartar desde luego, que en algunos eventos de actos terroristas, podrán aplicarse los otros regímenes de responsabilidad -falla del servicio y riesgo excepcional-, si las facticidades que se juzgan así lo reclaman, pues se itera, la teoría del daño especial es subsidiaria, en el entendimiento de que solo se aplica, si los hechos materia de juzgamiento no encuentran cabida o tipicidad, en alguno de aquéllos otros, sistemas de responsabilidad administrativa a los que ya se aludió. En virtud de lo antes expuesto se declarará responsable a la Nación -Ministerio de Defensa, Policía Nacional-”.
Ciertamente, el hecho de que una persona ajena al conflicto quede ubicada en medio de un enfrentamiento armado, además de situar en indefensión a los civiles no combatientes, materializa la ruptura de los principios de distinción y de igualdad ante las cargas públicas, como quiera que esa exposición al peligro involucra un alto potencial de daño asociado, daño que en efecto tuvo ocurrencia en el sub lite sin que el hoy occiso ni sus familiares tuvieran el deber jurídico de soportarlo
, de modo que su imputación a la demandada, bajo la óptica del  daño especial, se ajusta al contenido del artículo 90 constitucional, al tomar como punto de partida el daño antijurídico que sufrieron los accionantes y que implica la obligación jurídica del Estado de equilibrar nuevamente las cargas que  soportaron en forma excesiva algunos de sus asociados.
Por último, frente al argumento expuesto por el a quo concerniente a  no haberse aportado  prueba técnica que permitiera establecer que el proyectil que impactó a la señora BONILLA perteneciera  a la demandada, debe la Sala precisar , en primer lugar, que no se trató de un impacto de bala, como equivocadamente entendió el Tribunal, sino de un artefacto explosivo, que, por su característica,  no puede exigirse que por vía de prueba de balística se determine su propietario, amén que dicha circunstancia en nada podría variar la decisión precisamente por fuerza del título de imputación que sirve de fundamento, toda vez que al estar probado que el daño ocurrió en medio de un enfrentamiento entre las fuerzas del orden y grupos subversivos, los perjuicios sufridos por las víctimas deben ser indemnizados, independientemente del bando que haya utilizado el artefacto dañino, concepción que la Sección ya ha establecido en ocasiones anteriores
.

Por todo lo anterior, la Sala revocará la providencia recurrida, para, en su lugar, decretar la indemnización de perjuicios a que haya lugar de conformidad con el petitum de la demanda. Aspecto que la Sala analiza enseguida.
5. Perjuicios. 

Perjuicios Morales.
Para reclamar indemnización por la muerte de  ALEYDA BONILLA, comparecieron al proceso contencioso los señores WILLIAM CAICEDO VARGAS en calidad de esposo de la víctima, CARLOS ENRIQUE CAICEDO BONILLA, YESID CAICEDO BONILLA, DIANA VANESSA CAICEDO BONILLA en calidad de hijos y LUZ MARINA MINA BONILLA, MARIA LIGIA MINA BONILLA, VIRGINIA BONILLA, JOSE ARNOBIS OCORO BONILLA, RUFINO MINA BONILLA, ARMISO VIVEROS BONILLA, NELSON BONILLA y RODOLFO BONILLA en calidad de hermanos, condiciones debidamente acreditadas con copias auténticas de los registros civiles de nacimiento y matrimonio aportadas al expediente
.

Al respecto, frente al alegato de la demandada concerniente a que los hijos de la víctima no se encontraban legitimados para actuar, toda vez que en los registros civiles aportados, si bien aparecía el nombre de la madre, no aparecía su firma que demostrara “un reconocimiento expreso”, la Sala se permite reiterar el criterio jurisprudencial de la Sección según el cual el registro civil de nacimiento es prueba suficiente para acreditar el parentesco en los términos establecidos en el decreto 1260 de 1970 que regula la prueba del estado civil
 y, como quiera que los certificados que se allegaron en copia auténtica con la demanda corresponden a los registros civiles de nacimiento suscritos por las autoridades notariales correspondientes, la Sala considera que no puede cuestionar su autenticidad ya que la ley expresamente consagra tal presunción
 y, a menos que sea desvirtuada, es obligatorio asumir su veracidad y valor probatorio
. 

Por concepto de daño moral se solicitó en la demanda una indemnización tasada en 1000 gramos de oro para cada uno de los demandantes, pretensión frente a la cual la Sala se remitirá a los criterios establecidos en sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se determinó la necesidad de adecuar los montos indemnizatorios a salarios mínimos legales mensuales. 

Precisado lo anterior y teniendo en cuenta los parámetros jurisprudenciales sostenidos por la Sección, la Sala accederá al reconocimiento de los perjuicios morales solicitados en favor de WILLIAM CAICEDO VARGAS, CARLOS ENRIQUE CAICEDO BONILLA, YESID CAICEDO BONILLA, DIANA VANESSA CAICEDO BONILLA por el equivalente a cien (100) salarios mínimos mensuales legales para cada uno de ellos en tanto que, hallándose probado como ya se dijo el grado de parentesco de padre e hijos de la víctima, resulta procedente entender que frente a ellos se presume que se trata de un evento en el que la muerte de su ser querido, como es un hijo, acarrea un sufrimiento en máxima intensidad.

Frente a LUZ MARINA MINA BONILLA, MARIA LIGIA MINA BONILLA, VIRGINIGIA BONILLA, JOSE ARNOBIS OCORO BONILLA, RUFINO MINA BONILLA, ARMISO VIVEROS BONILLA, NELSON BONILLA y RODOLFO BONILLA, la Sala encuentra que -dada su calidad de hermanos de la víctima que se encuentra acreditada- es procedente el reconocimiento solicitado, pero limitándolo a cincuenta (50) Salarios mínimos mensuales legales para cada uno de ellos. 

Daños Materiales. Lucro Cesante. 

En cuanto a los perjuicios materiales, en la demanda se solicitó por concepto de lucro cesante, las sumas que se demostraran en el proceso para el esposo de la occisa y para cada uno de sus hijos e indicaron que la señora ALEYDA BONILLA desempeñaba labores domésticas como ama de casa, 

Al respecto, reitera la Sala lo expuesto en anteriores pronunciamientos
, en el sentido que si bien las labores domésticas son actividades que no suelen ser remuneradas, es indudable que cuando la madre y esposa falta en el hogar, aquellas se realizarían por otra persona quien prestaría el servicio con una contraprestación, por lo anterior, se tendrá como base para la liquidación del lucro cesante, el salario mínimo legal mensual vigente
, pues está demostrado que la víctima ejercía una actividad productiva. Al valor anterior, deberá aumentarse el 25% correspondiente a prestaciones sociales y restarse el 25% que se presume la occisa dirigía a sus propios gastos.

A los hijos de la víctima se les reconocerá indemnización teniendo en cuenta la fecha en la cual cumplirían los veinticinco años de edad y al señor WILLIAM CAICEDO VARGAS de conformidad con su expectativa de vida toda vez que resulta más corta que la de su difunta esposa. 

Hechas las anteriores precisiones se tiene la siguiente liquidación:

R = 566.700 Salario mínimo 2012

Sumando 25% prestaciones y restando 25% gastos propios.

566.700  + 141675  (25%)  = 708.375
708.375  - 177093  (25%)  = 531.282

Ra = 531.282

PARA WILLIAM CAICEDO VARGAS
- Indemnización Debida o Consolidada

Ra : 531282

En su calidad de esposo de la víctima =  531282/2 =  265641

Ra : Renta:  $265641
n  :   Número meses entre los hechos y  la sentencia: 156 meses

Fórmula:

S= Ra. __(1 + i )n   - 1

                    i

S= $ 265641X  _(1 + 0.004867)156  -1__
                 

0.004867

S= $ 61.825.307,18
- Futura o Anticipada

Edad a la fecha de los hechos (cónyuge): 32 años;   

Índice tabla mortalidad 44,33   x 12 =   531,96 meses

531,96 meses – 156 meses (período anticipado) = 375,96
Ra= $265641

Fórmula: 

S= Ra. _(1+ i)n  -  1__

                 i ( 1+i)n              
Reemplazando, 
S= $265641X    ___(1+ 0.004867) 375,96  -  1____



                 

  0.004867 ( 1+0.004867) 375,96    


S=              45.783.922,63 

Total indemnización lucro cesante debido y futuro:  $ 107.609.229,81
PARA CARLOS ENRIQUE CAICEDO BONILLA
- Indemnización Debida o Consolidada

Ra : 531282

En su calidad de hijo de la víctima =  531282/2 =  265641

= 265641/3 = 88547
Ra : Renta:  $88547

n  :   Número meses entre los hechos y  la sentencia: 156 meses

Fórmula:

S= Ra. __(1 + i )n   - 1

                    i

S= $ 88547X  _(1 + 0.004867)156  -1__
                 

0.004867

S= $   20.608.435,73 
- Futura o Anticipada

Fecha en la cual cumpliría los 25 años de edad, 9 de diciembre de 2017: 
Fecha de la sentencia, julio de 2012
Número de meses a indemnizar = 65
Ra= $88547

Fórmula: 

S= Ra. _(1+ i)n  -  1__

                 i ( 1+i)n              
Reemplazando, 
S= $88547     X    ___(1+ 0.004867) 65  -  1____



                 

  0.004867 ( 1+0.004867) 65    


S=    4.923.843,64 
Total indemnización lucro cesante debido y futuro:  $ 25.532.279,37
PARA YESID CAICEDO BONILLA
- Indemnización Debida o Consolidada

Ra : 531282

En su calidad de hijo de la víctima =  531282/2 =  265641

= 265641/3 = 88547
Ra : Renta:  $88547

n  :   Número meses entre los hechos y  la sentencia: 156 meses

Fórmula:

S= Ra. __(1 + i )n   - 1

                    i

S= $ 88547X  _(1 + 0.004867)156  -1__
                 

0.004867

S= $   20.608.435,73 
- Futura o Anticipada

Fecha en la cual cumpliría los 25 años de edad, 1 de mayo de 2019. Fecha de la sentencia, julio de 2012
Número de meses a indemnizar = 82
Ra= $88547

Fórmula: 

S= Ra. _(1+ i)n  -  1__

                 i ( 1+i)n              
Reemplazando, 
S= $88547     X    ___(1+ 0.004867) 82  -  1____



                 

  0.004867 ( 1+0.004867) 82    


S= 5.975.104,24 

Total indemnización lucro cesante debido y futuro:  $ 26.583.539,97
PARA DIANA VANESSA CAICEDO BONILLA
- Indemnización Debida o Consolidada

Ra : 531282

En su calidad de hija de la víctima =  531282/2 =  265641

= 265641/3 = 88547
Ra : Renta:  $88547

n  :   Número meses entre los hechos y  la sentencia: 156 meses

Fórmula:

S= Ra. __(1 + i )n   - 1

                    i

S= $ 88547X  _(1 + 0.004867)156  -1__
                 

0.004867

S= $   20.608.435,73 
- Futura o Anticipada

Fecha en la cual cumpliría los 25 años de edad, 17 de abril de 2022: 
Fecha de la sentencia, julio de 2012
Número de meses a indemnizar = 117
Ra= $88547

Fórmula: 

S= Ra. _(1+ i)n  -  1__

                 i ( 1+i)n              
Reemplazando, 

S= $88547     X    ___(1+ 0.004867) 117  -  1____



                 

  0.004867 ( 1+0.004867) 117    


S=  7.884.541,85 
Total indemnización lucro cesante debido y futuro:  $ 28.492.977,58
6. Costas. 

Toda vez que no se evidencia temeridad, ni mala fe de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas de conformidad con lo reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A  

REVOCAR la sentencia proferida el día 11 de abril de 2003 proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño y, en su lugar, se dispone:

 1. DECLARAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL responsable administrativamente de los perjuicios causados a la parte actora con ocasión de la muerte de la señora ALEYDA BONILLA acaecida el día 10 de julio de 1999 en el municipio de Orito Putumayo.
2. Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL a pagar a FELICIDAD SUAREZ VIUDA DE VARGAS a pagar por perjuicios morales, las siguientes sumas

A favor de WILLIAM CAICEDO VARGAS, CARLOS ENRIQUE CAICEDO BONILLA, YESID CAICEDO BONILLA Y DIANA VANESSA CAICEDO BONILLA la suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales.
A favor de LUZ MARINA MINA BONILLA, MARIA LIGIA MINA BONILLA, VIRGINIGIA BONILLA, JOSE ARNOBIS OCORO BONILLA, RUFINO MINA BONILLA, ARMISO VIVEROS BONILLA, NELSON BONILLA y RODOLFO BONILLA la suma equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales.

3. CONDENAR a la Fiscalía General de la Nación a pagar por perjuicios materiales, lucro cesante, las siguientes sumas de dinero.

A favor de WILLIAM CAICEDO VARGAS la suma de CIENTO SIETE MILLONES SEISCIENTOS NUEVE MIL DOSCIENTOS VEINTINUEVE PESOS CON OCHENTA Y UN CENTAVOS. ($107.609.229,81).
A favor de CARLOS ENRIQUE CAICEDO BONILLA la suma de VEINTIINCO MILLONES QUINIENTOS TREINTA Y DOS MIL DOSCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS CON TREINTA Y SIETE CENTAVOS. ($25.532.279,37).
A favor de YESID CAICEDO BONILLA la suma de VEINTISEIS MILLONES QUINIENTOS OCHENTA Y TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y NUEVE PESOS CON NOVENTA Y SIETE CENTAVOS. ($26.583.539,97).
A favor de DIANA VANESSA CAICEDO BONILLA la suma de VEINTIOCHO MILLONES CUATROCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS CON CINCUENTA Y OCHO CENTAVOS. ($28.492.977,58).
3. NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

4. Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

5. Las condenas se cumplirán en los términos de los Arts. 176 a 178 del C.C.A.

6.  Sin costas  (Art. 55 de la ley 446 de 1998.).

COPIESE, NOTIFIQUESE, CUMPLASE, PUBLIQUESE Y DEVUELVASE

HERNAN ANDRADE RINCON

              MAURICIO FAJARDO GOMEZ

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA.
� Fls 2-20 Cdno Principal


� Fls 50-51 Cdno Principal


� Fl 51 reverso, 60.


� Fls 66-70 Cdno Principal.


� Fl 117 Cdno Principal 2


� Fls 119-133 Cdno Principal.


� Fls 138-147 Cdno Principal.


� Fls 149-151 Cdno Principal. 


� Fl 160 Cdno principal


� Fl 162 Cdno Principal


� Fl 1 Cdno Principal.


� Fl 176 Cdno de Pruebas.


� 124-128 Cdno de Pruebas.


� Fls 194-217 Cdno de pruebas. 


� Elemento probatorio susceptible de ser valorado en cuanto a su prueba documental se refiere, de conformidad con la jurisprudencia reiterada de la Sección. 


� Fl 215 Cdno de pruebas.


� Fls 83-84 Cdno Principal. 


� Fls 87-88 Cdno de Pruebas.


� Fls 91-92 Cdno de Pruebas.


� Fl 94-96 Cdno de Pruebas.


� Fl 98 Cdno de pruebas.


� Fls 101 Cdno Principal.


� Fl 103 Cdno principal


� Fls 187-189


� Fls 187-189


� Folio 126 del cuaderno de pruebas.


� Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 27 de enero de 2012. Expediente 19.983. Consejero Ponente Hernán Andrade Rincón.


� Al respecto puede consultarse el criterio expuesto por la Sección Tercera de esta Corporación, en sentencia de 3 de mayo de 2.007, Radicación número: 50001-23-26-000-1991-06081-01(16696), Consejero ponente: Dr. Enrique Gil Botero, reiterado en sentencia de 18 de marzo de 2010, Radicación número: 05001-23-24-000-1994-02606-01(15591). Consejero ponente: Dr. Enrique Gil Botero. En igual sentido, puede consultarse la sentencia de 21 de febrero de 2011, Radicación número: 07001-23-31-000-1999-00003-01 (18344), Consejero ponente: Dr. Hernán Andrade Rincón.


� Cita requerida


� Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Consejero ponente: Dr. JULIO CÉSAR URIBE ACOSTA, Sentencia de 9 de febrero de 1995. Rad 9550.


� Ver sentencia de 18 de marzo de 2010, Radicación número: 05001-23-24-000-1994-02606-01 (15591), Consejero Ponente: Dr. Enrique Gil Botero.


� De conformidad con la información recuperada el 16 de enero de 2012 en la página web de la Real Academia Española la línea de fuego tiene la siguiente acepción: 1. f. � HYPERLINK "http://buscon.rae.es/draeI/SrvltObtenerHtml?origen=RAE&LEMA=frente&SUPIND=0&CAREXT=10000&NEDIC=No" \l "0_9" �frente� (‖ extensión o línea de territorio en que se enfrentan los ejércitos).


� Del mismo modo razonó la Sección en sentencia de 7 de abril de 1994, exp 9261, Cons Ponente. Dr Daniel Suárez Hernández en la cual se afirmó lo siguiente: 


Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quien disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía porqué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda.





� Fls 27-40 Cdno Principal


� “Art. 101. El estado civil debe constar en el registro del estado civil. El registro es público, y sus libros y tarjetas, así como las copias y certificados que con base en ellos se expidan, son instrumentos públicos.” 


“Art. 102. La inscripción en el registro del estado civil será válida siempre que se haga con el lleno de los requisitos de ley…” 


� “Art. 103. Se presume la autenticidad y pureza de las inscripciones hechas en debida forma en el registro del estado civil…”


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 27 de noviembre de 2002. Cons Ponente Maria Elena Giraldo, providencia en la cual se afirmó:


… carece de sustento jurídico el ataque de la demandada en relación a que los certificados de los registros civiles de nacimiento adjuntados con la demanda no contienen firmas de las personas que los asientan por lo siguiente. De conformidad con las normas sobre registro del estado civil de las personas los certificados se expiden, con la finalidad de demostrar el parentesco, y se elaboran con base en los registros civiles. Por tanto aquellos no tienen que contener las firmas de las personas que los asientan.  El decreto ley 1.260 de 1979 enseña lo siguiente:


“Artículo 115. Las copias y los certificados de las actas, partidas y folios del registro de nacimiento SE REDUCIRAN A LA EXPRESION DEL NOMBRE, EL SEXO Y EL LUGAR Y LA FECHA DE NACIMIENTO.





Las copias y certificados que consignen el nombre de los progenitores y la calidad de la filiación solamente podrán expedirse en los casos en que sea necesario demostrar el parentesco y con esa sóla finalidad, previa indicación del propósito y bajo recibo, con identificación del interesado. (  )”.Mayúsculas y  subrayas por fuera del texto original.











� “Sobre esta reclamación -que corresponde más exactamente a una modalidad de daño emergente consolidado y futuro, por cuanto se trata de gastos, sumas de dinero que han salido o saldrán del patrimonio del demandante-, resulta necesario observar que si bien la labor de ama de casa no es un trabajo remunerado, por cuanto la mujer normalmente lo desempeña como una actividad propia de su condición de madre y esposa y porque se trata de su hogar y de su familia, y por lo tanto actúa movida por sentimientos de afecto y responsabilidad, lo cierto es que cuando ella falta, esas labores en todo caso deben ser realizadas por otra persona, que generalmente no lo hará en forma gratuita sino que cobrará un salario, el cual corresponderá por lo menos al mínimo legal…” Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia proferida el 11 de mayo de 2006, expediente 14.400. 


“El estado físico tan precario en que quedó la actora como consecuencia de la intervención de que fue objeto, traducido en la parálisis que según el peritazgo determinó una incapacidad del 100% de su actividad laboral, lleva consigo la consecuencia lógica de su indemnización, por cuanto el no poder atender los oficios domésticos de su casa por el resto de su vida, implica que debe contratar a una persona que los realice y no se puede negar que en el desarrollo normal de vida dichos oficios tienen que darse, puesto que la preparación de alimentos, cuidado de los vestidos, limpieza de la casa son básicos en el diario acontecer, razón por la cual, para la Sala, hay fundamento suficiente para reconocer dicho rubro, y lo hará sobre el quantum del salario mínimo legal, porque si bien es cierto que no es éste el que generalmente se paga a una empleada doméstica, ello radica en que se le proporciona alimentación y vivienda, que se consideran parte del salario en especie.  Más aun cuando debe tenerse en cuenta que en el caso de autos queda sin indemnización la atención y cuidado prodigados al esposo e hijos de una parte, y de otra que la propia lesionada al no poder valerse por sí misma necesita de una persona que la ayude hasta en sus mínimas necesidades fisiológicas.” Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia proferida el 24 de octubre de 1990, expediente 5902. 


� En tanto el salario mínimo vigente a la fecha de los hechos actualizado a valor presente arroja un menor monto. 





